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Este libro está dedicado a la entrega de mujeres y hombres, que forman parte de las brigadas en defensa del petróleo.









INTRODUCCIÓN


El título de este libro, La gran tentación, surge de las notas sobre el Sha de Irán, escritas por el más grande de los periodistas del siglo XX, Ryszard Kapuściński. Aunque cuando lo estaba redactando, llegué a pensar que era mejor llamarlo “El gran pillaje”, por la historia infame de irracionalidad y saqueo a que han sometido a nuestra industria petrolera.


Kapuściński narra cómo creció el monstruo de la corrupción en la época del monarca y el origen de la catástrofe de ese país, sucedida a partir de 1973, cuando aumentaron los precios del petróleo en el mundo, y Mohammad Reza Pahlevi recibió en ese año 20 mil millones de dólares por la exportación de crudo (unos 80 mil millones de dólares a precios actuales).


Guardadas las proporciones, en 2008, el usurpador Felipe Calderón va a manejar ingresos petroleros por 134 mil millones de dólares: 66 mil millones por ventas nacionales y 68 mil millones de dólares por concepto de exportaciones. Y esta gigantesca cantidad de dinero la usa para lo que le da la gana, la derrocha, la reparte entre los potentados que lo impusieron y sus allegados, mientras el país se hunde en el atraso y la mayoría del pueblo se ahoga en el desamparo y la pobreza. Y por si fuese poco, ahora pretende legalizar la entrega de la renta petrolera a una minoría rapaz de nacionales y extranjeros.


Este libro es un relato acerca de la sobreexplotación, las atrocidades y los actos de corrupción cometidos por hombres sin escrúpulos. Es también un recuento de las grandes gestas del pueblo y de sus buenos gobernantes, sobre todo el general Lázaro Cárdenas, para recuperar y utilizar el petróleo en beneficio de los mexicanos y convertirlo en sustento de la independencia económica del país. Pero fundamentalmente este trabajo busca explicar las razones profundas de la lucha que hoy muchos mexicanos estamos librando de manera decidida, organizada y pacífica en defensa del petróleo.


Agradezco en primer lugar, la colaboración de Jesús Ramírez Cuevas, quien me ayudó en la investigación para demostrar mis hipótesis y dar veracidad al contenido de mis afirmaciones. También reconozco las aportaciones del embajador Gustavo Iruegas Evaristo, Octavio Romero Oropeza, Rogelio Ramírez de la O, Mario di Costanzo Armenta, Claudia Sheinbaum Pardo, José Agustín Ortiz Pinchetti, Renata Soto-Elízaga y de muchos otros más. Asimismo, no puedo dejar de mencionar la gran ayuda que en este libro y en todo mi trabajo he recibido de mi asistente, secretaria y colaboradora leal, Laura González Nieto. Y como siempre, mi gratitud y cariño por la paciencia y el tiempo que me aportan mis hijos José Ramón, Andrés Manuel, Gonzalo Alfonso y Jesús Ernesto, así como mi compañera Beatriz.
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EL PETRÓLEO Y LA HISTORIA










EL PORFIRIATO Y LAS COMPAÑÍAS PETROLERAS EXTRANJERAS



En la época prehispánica y durante la Colonia, nuestros antepasados usaban el petróleo sin fines de lucro. Se empleaba para la iluminación y como colorante, servía de medicina para curar la reuma y como incienso en ceremonias religiosas. No era un producto indispensable y tampoco despertaba codicia; por el contrario, era “cosa del demonio” y se le asociaba a los malos augurios. El cura Manuel Gil y Sáenz cuenta que en 1860 descubrió una chapopotera en San Fernando, comunidad chontal del municipio de Macuspana, Tabasco. Y se lamentaba de haber sido “un tonto en no denunciar (la mina) a tiempo y me comieron el mandado” –porque el registro formal lo hicieron el licenciado Serapio Carrillo y el doctor Simón Sarlat Nova–; “y tantos sacrificios que me costó pues los indios no querían y me expuse... Decían que me iba yo a volver un montón de sal, porque eso era cosa encantada, era del Chujilbá, duende o amo del monte”.1


En ese mismo sitio, en 1863, se perforó el primer pozo petrolero con fines comerciales en nuestro país. Sin embargo, el desarrollo de la industria petrolera en México comienza hasta 1901, cuando este energético empieza a ser demandado como combustible para mover el recién inventado automóvil, los ferrocarriles y la industria. Y como suele suceder, aparejado a este auge petrolero, surge la necesidad de ajustar el marco jurídico en aras del interés económico. Precisamente en ese año, Porfirio Díaz expidió la primera Ley del Petróleo, otorgando al propietario no sólo el dominio del suelo y del subsuelo, sino también la posibilidad de explorar y explotar el petróleo en terrenos nacionales.


Durante tres siglos de dominación colonial, prevaleció el criterio jurídico de que la corona española podía otorgar en propiedad las tierras pero el subsuelo le pertenecía y sólo se otorgaban concesiones bajo ciertas normas: “El rey podía dar una merced de terreno a un vasallo; pero lo que estaba debajo de esa superficie no era del vasallo; lo que estaba debajo era del rey, era la propiedad subterránea para lo cual se exigía la quinta parte del producto bruto obtenido”.2 Este criterio se mantiene vigente después de la Independencia de México y sólo se sustituye la corona por la nación mexicana. Pero durante el gobierno de Manuel González, en 1884, ya en el inicio de lo que sería el periodo porfirista, en el Código de Minería se asimila la propiedad del suelo a la del subsuelo, con apego en la tradición liberal anglosajona, aplicada en los Estados Unidos.


Con este nuevo marco jurídico, haciendo a un lado la legislación tradicional española, se desató el despojo y el acaparamiento de grandes extensiones de terrenos para la explotación petrolera en México. Conviene señalar que, para entonces, ya habían entrado en vigor las leyes sobre colonización y deslinde de terrenos nacionales.


El régimen de Díaz retomó la idea liberal orientada a resolver el estancamiento económico del país colonizando el territorio con inmigrantes extranjeros. En 1883 se promulgó una ley de colonización inspirada en los principios fundamentales de la expedida en 1875. Esta legislación estipulaba que, con el fin de obtener las tierras necesarias para el establecimiento de colonos, el Ejecutivo mandaría deslindar, medir, fraccionar y valuar los terrenos baldíos o de propiedad nacional que hubiese en la República. Se establecía que, en compensación de los gastos que hicieran las compañías en su habilitación, se les entregaría un tercio de las tierras deslindadas. Con fundamento en esta legislación se inició lo que se ha dado en llamar el “derroche de baldíos”. Los hombres de la Reforma probablemente no imaginaron que su interés colonizador, inspirado en el modelo estadounidense, fuera manipulado de tal manera que permitiera al gobierno de Díaz enajenar el suelo patrio en beneficio de unas cuantas personas. La colonización fracasó: sólo vinieron unos cuantos colonos. Sin embargo, al amparo de esta estrategia, las compañías deslindadoras hicieron de la propiedad nacional un lucrativo negocio.


En 1888, Porfirio Díaz justificando ante el Congreso la celebración de contratos con las compañías deslindadoras expresaba, en pocas palabras, la esencia de su pensamiento como gobernante, algo que predomina hasta nuestros días: “Estoy convencido de que la acción particular estimulada por el interés privado es mucho más eficaz que la oficial”. Y como resultado de este criterio, de 1884 a 1892, 29 compañías deslindaron una superficie de 50 millones 631 mil hectáreas, de las cuales se adjudicaron 16 millones 643 mil hectáreas. El gobierno, además, vendió en este mismo periodo a las compañías deslindadoras y a otros “amigos” del dictador 18 millones 474 mil hectáreas, a un precio ridículo de 40 centavos por hectárea en promedio. De esta forma, a finales de 1892, la nación sólo poseía del total deslindado 15 millones 513 mil hectáreas, quedando en manos de un número reducido de personas, 35 millones 117 mil hectáreas, es decir, 18 por ciento del territorio nacional.3


En la práctica esto significó la expropiación ilegal de las tierras indígenas y sirvió para liberar la mano de obra que necesitaban las nuevas plantaciones, las minas y la industria. De hecho, a finales del porfiriato, según el censo oficial, de 15 millones de habitantes que tenía México, 9 millones 591 mil 752 vivían bajo la servidumbre y la esclavitud en más de 10 mil haciendas.4


Desde sus orígenes, el negocio del petróleo estuvo dominado por intereses extranjeros. La incursión que hicieron al inicio Simón Sarlat Nova y otros mexicanos, no tuvo éxito, fracasó temprana y rotundamente. Aunque intervinieron otros, los dos empresarios extranjeros más afortunados fueron el estadounidense Edward L. Doheney y el inglés Wheetman Pearson, quienes al paso del tiempo se convertirían en dueños de las más grandes empresas petroleras del país: la Mexican Petroleum Company, de la Standard Oil Company, y El Águila, de la Royal Dutch Shell.


La adquisición de terrenos y el régimen de concesiones permitieron a estos dos empresarios acaparar grandes extensiones de terrenos en los estados del Golfo de México. En 1900, Doheney y sus socios compraron 182 mil hectáreas de terrenos en el distrito de El Ébano, San Luis Potosí, cerca de Tampico, Tamaulipas. Según su propia confesión, “parte de esas tierras las compró pagando a dos pesos cincuenta centavos por hectárea a propietarios que no sabían que esos terrenos eran petroleros”.5 Y al paso del tiempo sus compañías llegarían a controlar 610 mil hectáreas. La compañía de Doheney contó con las simpatías del gobierno de Díaz, una vez que el embajador estadounidense lo introdujo en los círculos oficiales. Con el tiempo, Doheney –que también tenía inversiones fuera de México– habría de convertirse en el empresario petrolero más importante del mundo después de John D. Rockefeller.


Wheetman Pearson originalmente vino a México contratado por el gobierno de Díaz para llevar a cabo diversas obras públicas. Cuando sus ingenieros estaban reconstruyendo el ferrocarril de Tehuantepec encontraron petróleo. El contratista favorito del dictador no tardó en convertirse en petrolero. En 1902, la Pearson and Son firmó su primer contrato de arrendamiento en la región del Istmo. Pronto adquirió 300 mil hectáreas y rentó medio millón más, a cuyos propietarios pagaba dos centavos por barril extraído como regalías. Asimismo, en 1906 Porfirio Díaz le otorga una concesión para explotar petróleo durante 50 años, en terrenos nacionales de Veracruz, Tabasco, Chiapas, Campeche, Tamaulipas y San Luis Potosí, así como una exención de impuestos que incluía la importación de maquinaria y equipo.6 En 1906 Pearson construye en Minatitlán la refinería más grande del país, con capacidad para procesar tres mil barriles diarios y esperaba alcanzar los 12 mil. Además, llegó a ser dueño de 10 buques-tanque de 15 mil toneladas de capacidad cada uno, la mayor flota petrolera del mundo en ese momento.


De modo que es durante el porfiriato, al amparo del poder público, cuando se establecen estos grandes monopolios extranjeros en la industria petrolera. En 1901, la producción de petróleo fue de apenas 10 mil barriles al año, pero en 1911 pasó a 12 millones 552 mil 798 barriles, año en el que comienza la exportación de más de 80 ciento de la producción. El valor del petróleo producido en 1901 fue de apenas 2 mil 069 pesos, pero en 1911 se había incrementado a 4 millones 139 mil 554 pesos. Este floreciente negocio se hacía sin dejar beneficios para el país, sin pagar impuestos, con excepción del timbre, por el cual en este último año, la hacienda pública recibió en total la irrisoria cantidad de 26 mil pesos.7


En esa época México era un paraíso para la inversión extranjera. En eso consistió la política de Porfirio Díaz. El apoyo a las empresas privadas, tanto nacionales como extranjeras, fue el distintivo principal del régimen. Si acaso habría que matizar en cuanto a que los capitalistas nacionales se desempeñaron más en el sector agrícola y los extranjeros dominaron en la minería, el petróleo, los ferrocarriles, el comercio y la banca. También es necesario decir que Porfirio Díaz se cuidó de no poner todos los huevos en una sola canasta y siempre buscó el equilibrio entre Europa y Estados Unidos. Incluso dio mayor preferencia al capital europeo por la desconfianza que existía hacia el país vecino, desde la época de los presidentes Benito Juárez y Sebastián Lerdo de Tejada, en el sentido de que su expansión podría terminar por absorbernos y disolvernos. Baste señalar que durante la República Restaurada, cuando el vecino del norte propuso comunicar a los dos países mediante la construcción del ferrocarril, surgió aquella precavida frase atribuida a Lerdo, según la cual: “Entre la fuerza y la debilidad, el desierto”.


No obstante, independientemente de sus preferencias, el régimen de Díaz terminó por sacrificar el bienestar del pueblo de México y el interés nacional, ante el predominio del capital extranjero. Es cierto que de ese modo hubo crecimiento económico, pero a costa de la opresión y la miseria de la mayoría de los mexicanos. El gobierno estaba al servicio de una minoría. El poder económico y el poder político se alimentaban y nutrían mutuamente. No sólo se trataba de la búsqueda del progreso a cualquier precio, la clase gobernante también participaba en el reparto del saqueo. Hay evidencia de las estrechas relaciones que existían entre la élite porfirista y las compañías extranjeras. Según información oficial de la época, el grupo de los “científicos” que rodeaba al dictador Porfirio Díaz, eran socios en bancos, empresas de transporte, seguros, minas y petróleo.8


Por ejemplo, en el Informe del Consejo de Administración de la Compañía El Águila, de 1909, aparecen como socios Enrique C. Creel, gobernador de Chihuahua y posteriormente secretario de Relaciones Exteriores; José Yves Limantour, ministro de Hacienda; Guillermo Landa y Escandón, gobernador del Distrito Federal; Fernando Pimentel y Fagoaga, presidente del Banco Central Mexicano; y el hijo de Porfirio Díaz, quien era encargado de la Sección de Ventas de Petróleo y Asfalto de la empresa. Por su parte, el Ministro de Justicia porfirista, Manuel Calero, era el apoderado legal de la Huasteca Petroleum Company.


Esa misma empresa inglesa contaba con el apoyo incondicional de los gobernadores de la región del Golfo de México. Tal es el caso de Teodoro A. Dehesa, gobernador de Veracruz, quien había suscrito un contrato desde marzo de 1906 por el cual se eximía a la casa Pearson de todo pago de contribuciones estatales y municipales por 50 años. Además, Dehesa ayudó siempre a El Águila en todo tipo de asuntos, como consta en un expediente del Archivo Histórico de Pemex, donde se habla de la presión del gobernador Dehesa sobre un particular (Arturo Núñez) de Tuxpan, dueño de un predio que le interesaba rentar o comprar a la petrolera.9 José María Espinosa y Cuevas, gobernador de San Luis Potosí apoyó a la Huasteca Petroleum Company en la compra de la Hacienda El Tulillo, que tenía una superficie de 90 mil hectáreas enclavadas en los límites de San Luis, Tamaulipas y Veracruz (donde instaló su primer campamento petrolero: El Ébano). El gobernante de Tamaulipas era Juan B. Castelló, tío de Carmen Romero Rubio, esposa de Díaz, y siguió las indicaciones del dictador de brindar todas las facilidades a la Huasteca Petroleum y a otras empresas petroleras extranjeras. El gobernador tabasqueño Abraham Bandala ayudó a ingleses y estadounidenses a explotar pozos petroleros y a construir obras para transportar el petróleo de la zona.


Además, las compañías petroleras estaban estrechamente relacionadas con los círculos del poder, tanto en Estados Unidos como en Inglaterra. Edward Doheny se asocia con la Standard Oil Company de Rockefeller para establecer la Huasteca Petroleum (en los años veinte venderá a la Standard sus empresas). Doheny se hizo amigo del embajador estadounidense Henry Lane Wilson, quien le ayudó en sus gestiones en México y en su país (a cambio, Doheny construyó el edificio de la embajada de ese país); también trabó relación con personajes en el Departamento de Estado (incluso, en 1921, fue acusado por cargos de conspiración y soborno en Estados Unidos por haber regalado 100 mil dólares a Albert B. Fall, dos veces senador y entonces secretario del Interior, a cambio de favorecer a su empresa petrolera). Por su parte, El Águila, de origen inglés y que se decía hostil a Washington, llegó a tener entre sus directivos a Henry W. Taft, hermano del mandatario de Estados Unidos y al procurador general, George W. Wickersham. Las relaciones de Pearson con la corona británica le permitieron obtener el título nobiliario de Lord Cowdray.


Como es lógico, en vísperas de la Revolución, en la región del Golfo existía un ambiente de resentimiento hacia las compañías extranjeras. Ya para entonces eran conocidos los despojos que padecían indígenas y campesinos por sus tierras, y las grandes injusticias que se cometían con el apoyo del régimen. “Muchas veces cuando un propietario se negaba a venderle sus terrenos a una compañía o aceptar que explorara y explotara petróleo era asesinado, era quitado de en medio”.10 En fin, en toda esa región del país, se hizo famosa una frase utilizada por los directivos de la Huasteca Petroleum para amenazar a los dueños de terrenos petroleros: “Venda su tierra ahora o se la compramos a la viuda”. Quizá el testimonio más indignante en esa época se relaciona con el hecho de que, en 1895, Manuel Romero Rubio, suegro del general Díaz, denunció las tierras de comunidades indígenas en las cercanías de Papantla, Veracruz, donde se había descubierto petróleo. Ante la inconformidad de los totonacos, Díaz envió varios regimientos de soldados de línea que mataron a mansalva a unos 400 indígenas, incluyendo mujeres y niños, antes de que pudieran desalojarlos de sus tierras. Más tarde, en 1902, la viuda de Romero Rubio arrendó en Minatitlán, Veracruz, también en la franja petrolera, 77 mil hectáreas a Pearson, que su esposo había heredado a sus hijas, entre ellas Carmen Romero, la esposa del general Díaz.



EL PRESIDENTE FRANCISCO I. MADERO Y EL IMPUESTO DE 20 CENTAVOS



En 1911 Porfirio Díaz deja el poder y abandona el país para refugiarse en París, Francia, donde viviría hasta su muerte con ingresos que provenían de las acciones que poseía de la empresa petrolera El Águila, entre otras fuentes. Francisco I. Madero, el líder democrático más respetado y respetable de la Revolución, asume la Presidencia y tiene que enfrentar la difícil tarea de desmontar el antiguo régimen porfirista y, al mismo tiempo, hacer realidad los anhelos de justicia, libertad y democracia por los que se había levantado en armas el pueblo de México.


Madero no sólo tuvo que lidiar con las diferencias en el interior de las filas revolucionarias, sino que enfrentó a una oligarquía consolidada a lo largo de 34 años de dictadura y a los poderosos intereses extranjeros, sin duda, la peor herencia que dejó el porfiriato. Su derrocamiento, en 1913, tiene que ver con un conjunto de factores internos, pero es evidente la participación que tuvieron las empresas petroleras y los gobiernos extranjeros, sobre todo, el estadounidense, y en particular, el embajador Henry Lane Wilson.


Hay muchos testimonios que demuestran que, en un principio, el gobierno de Estados Unidos y las compañías petroleras pensaron que Madero podría someterse a sus designios y servir incondicionalmente a sus intereses. Sin embargo, pronto se darían cuenta de que eso no sería posible. El historiador Alfonso Taracena cuenta que mientras Porfirio Díaz partía a su destierro a Francia en el barco Ypiranga, Madero habló en Ciudad Juárez a la prensa extranjera sobre la visita de unos inversionistas de Wall Street, entre ellos representantes de las empresas petroleras, “quienes le proponían hacerse cargo de las erogaciones de su campaña presidencial y pagar los gastos ocasionados por la Revolución, con tal de que se les otorgasen ciertos privilegios”. Madero les contestó: “Represento al Partido que lucha en México contra los trusts y los monopolios. ¿Cómo pueden ustedes suponer un solo instante que yo accediera a sus demandas e impusiera nuevos yugos de esas instituciones a mi país?”. Incluso a su entrada triunfal a la capital del país, entre sus primeras palabras dijo al pueblo: “A juzgar por lo que han dicho algunos periódicos del país y extranjeros, hay todavía personas que creen fuimos apoyados para hacer la Revolución por capitalistas norteamericanos. Pero tengo la satisfacción de decir de la manera más categórica que ni un dólar norteamericano vino a ayudar al triunfo de la causa que he acaudillado”.11


Esto coincide con el descubrimiento de los grandes yacimientos en la franja del Golfo, cuando hay una mayor demanda en el mundo del petróleo mexicano y está por iniciar la Primera Guerra Mundial. En 1911, como ya dijimos, se produjeron 12 millones 552 mil 798 barriles; pero en 1913, aumentó a 25 millones 692 mil 291 barriles; es decir, la producción se duplicó. Para el año fiscal de 1910-1911, la compañía petrolera El Águila obtuvo una modesta ganancia de 874 mil pesos; no obstante, dos años más tarde, sus ingresos fueron casi cinco veces superiores a sus gastos, con lo cual reportó ganancias superiores a los ocho millones de pesos.12


El presidente Francisco I. Madero consideró como un acto de justicia que las compañías petroleras, cuando menos, dejaran algún beneficio en nuestro país. Por eso, el 3 de junio de 1912, aprueba un decreto en donde se establece un impuesto especial sobre el petróleo crudo de 20 centavos por tonelada, equivalente a tres centavos por barril. Asimismo, el 11 de julio, el gobierno envía una circular a las compañías para que se registren y proporcionen los datos de su producción y los impuestos pagados, así como los traspasos, cambios de razón social o alteraciones contenidas en sus registros. Aunque estas medidas las toma Madero obligado por la escasez de recursos públicos y se inscriben en el marco de las facultades de un gobierno soberano, las compañías petroleras pusieron el grito en el cielo y afirmaron que se amenazaba a sus intereses.


La respuesta del exterior no se hizo esperar, el gobierno estadounidense, a través del Departamento de Estado, envió en septiembre de ese año la siguiente nota: “El gobierno de los Estados Unidos, desea hacer saber al presente gobierno de México que, con la consiguiente sorpresa y natural recelo, ha sido informado de que ciertas partes [...] al parecer influidas por la avaricia y por la malquerencia a las empresas norteamericanas, a consecuencia de su nacionalidad, están persiguiendo y robando a dichas empresas en cada oportunidad favorable que se les presenta... Las empresas petroleras norteamericanas de la región de Tampico, presentan pruebas indudables de que están siendo gravadas con impuestos casi insoportables. El gobierno de los Estados Unidos se ve obligado a insistir en que cese inmediatamente esta persecución que prácticamente equivale a la confiscación y espera recibir del gobierno mexicano la seguridad inmediata de que pronto será esto”.13


A pesar de que las compañías estadounidenses se negaron a pagar dicho impuesto y que el gobierno de Madero, ante la presión desmedida, dejó de insistir, aquellas le perdieron la confianza, a tal punto que decidieron olvidar anteriores rencillas y formaron un “frente unido” para oponerse al gobierno mexicano. Además, el embajador Wilson consideró inadmisible el hecho de que Madero se mostrara menos abierto a las indicaciones de la embajada de lo que él consideraba necesario. El 15 febrero de 1913, a través de un telegrama, Madero le comunica a Taft, que el embajador Lane Wilson había amenazado con el desembarco de marines en México. Y aunque el presidente de Estados Unidos le responde rechazando la versión, ocho días después de esta comunicación, Madero fue asesinado. Manuel Márquez Sterling, embajador de Cuba y lúcido testigo de los acontecimientos, señaló: “El cuartelazo ha sido absurda conjura de gente rica, de industriales omnipotentes, de banqueros acaudalados y de comerciantes favoritos que ansían su ‘fetiche’ y labran, sin saberlo, su ruina”.14


Cuando todavía Madero permanecía preso en Palacio Nacional, en manos del traidor Victoriano Huerta, su esposa se entrevistó con el embajador Wilson para solicitarle su liberación. La respuesta no sólo es una canallada, sino que revela lo que estaba realmente en el fondo: “Vuestro marido no sabía gobernar; jamás pidió ni quiso escuchar mi consejo...”. Un dato más: el 19 de febrero de 1913, el Mexican Herald, periódico cuyos propietarios eran estadounidenses y del cual también era socio el petrolero inglés Pearson, saludó el cuartelazo en su primera plana con un: “¡Viva Díaz! ¡Viva Huerta!”.


El asesinato de Francisco I. Madero, apóstol de la democracia, se conjugó con la eliminación física del vicepresidente de la República José María Pino Suárez, que desde la prisión, con mucho valor profetizaba: “Nuestra renuncia impuesta provoca la revolución; asesinarnos equivale a decretar la anarquía. Yo no creo, como el señor Madero, que el pueblo derroque a los traidores, para rescatar a su legítimo mandatario. Lo que el pueblo no consentirá es que nos fusilen. Carece de la educación cívica necesaria para lo primero. Le sobra coraje y pujanza para lo segundo...”.15 Y en efecto, se desató la Revolución. Venustiano Carranza, gobernador de Coahuila, es el primero en desconocer a Huerta. El 26 de marzo de 1913 suscribe, junto con otros revolucionarios, el llamado Plan de Guadalupe, donde se desconoce a Huerta y se propone reinstaurar el orden constitucional, nombrando a Carranza jefe del Ejército Constitucionalista. Poco después, hace lo mismo el gobernador de Sonora, José María Maytorena, acompañado por un grupo de personas de ese estado entre las que se encontraban: Álvaro Obregón, Plutarco Elías Calles, Benjamín Hill y Adolfo de la Huerta, que más tarde se convertirían en importantes actores políticos nacionales. Asimismo, con el cuartelazo de Huerta, adquieren fuerza la División del Norte, comandada por Francisco Villa, y el movimiento agrarista, encabezado por Emiliano Zapata en el estado de Morelos.


Pocos días después del derrocamiento de Madero, toma protesta como presidente de los Estados Unidos Woodrow Wilson, del Partido Demócrata. En este gobierno, Josephus Daniels se desempeña como secretario de Marina, y bajo sus órdenes estuvo Franklin Delano Roosevelt, quienes durante el gobierno del general Lázaro Cárdenas del Río (1934-1940) serían embajador en México y Presidente de Estados Unidos, respectivamente.


Es un hecho que Wilson desde el principio se opuso a la dictadura de Victoriano Huerta. En ese tiempo, como estrategia, el gobierno estadounidense permite el suministro de armas a las distintas facciones revolucionarias y niega el reconocimiento y apoyo a Victoriano Huerta, a pesar de que las compañías petroleras lo seguían respaldando. No obstante, necesitado de fondos para combatir la rebelión popular, Huerta decide aplicar un impuesto a las compañías petroleras de 65 centavos por tonelada de petróleo, lo que precipita su caída. Sobreviene la invasión estadounidense al puerto de Veracruz, el 21 de abril de 1914. Las fuerzas huertistas se retiran, dejando la defensa de la plaza a los cadetes de la Escuela de Marina, a mujeres y hombres, y a muchos miembros de la colonia española, que pierden la vida heroicamente en los combates que se prolongaron por dos días. El saldo final fue de 125 mexicanos y cuatro estadounidenses muertos. Incluso el mismo Carranza protesta por la ocupación militar del puerto y declara: “La invasión de nuestro territorio [...] violando los derechos que constituyen nuestra existencia como una entidad soberana, libre e independiente, puede arrastrarnos a una guerra desigual [...] que hasta hoy quisimos evitar”.16



VENUSTIANO CARRANZA Y LA NACIONALIZACIÓN CONSTITUCIONAL DEL PETRÓLEO



Con la huida de Huerta, Venustiano Carranza es reconocido como presidente de México por un importante grupo de revolucionarios. Carranza era un político moderado, del antiguo régimen, antiagrarista, pero hombre de Estado y de vocación nacionalista. Tenía una idea clara sobre la necesidad de que el Estado mexicano dominara en asuntos políticos y económicos por encima de cualquier interés de grupo nacional o extranjero. De modo que se propuso asumir pleno control en el asunto del petróleo. Aunque antes había expedido ya un decreto para cobrar un impuesto equivalente a 10 centavos por tonelada, es el 12 de diciembre de 1914, en las adiciones al Plan de Guadalupe, cuando establece el compromiso de que el gobierno mexicano debía revisar el régimen de propiedad petrolera en México. Más tarde, el 15 marzo de 1915, forma la Comisión Técnica del Petróleo, presidida por Pastor Rouaix, encargado del despacho de la Secretaría de Fomento para la Colonización e Industria, e integrada por el general Cándido Aguilar, gobernador de Veracruz y por los ingenieros Modesto Rolland y Manuel Urquidi, así como por Salvador Gómez. El propósito de la Comisión era recoger toda la información posible acerca de la industria petrolera y proponer las acciones para sujetar esta actividad económica al interés de la nación y del Estado.


En ese tiempo, la Comisión decidió hacer un viaje para entrevistarse con prominentes empresarios petroleros y autoridades de Estados Unidos. Por este motivo, Rodolfo Montes, agente de El Águila, le escribió desde Veracruz a Thomas J. Ryder, gerente general en la ciudad de México, recomendándole lo siguiente: “No estaría por demás, como complemento de nuestra táctica para influenciar a los miembros de la comisión, que les fueran mostradas algunas cortesías por nuestro señor Carr en Nueva York [...] pues estos señores son sumamente susceptibles y estoy seguro que una política de atención y cortesía en la forma, a la vez que de firmeza y energía en el fondo, será la que mejores resultados pueda traer para todos en lo futuro”.17 Pero la táctica no dio resultados porque, en abril de 1916, la Comisión Técnica del Petróleo presentó un informe que concluía: “Por todas las razones expuestas, creemos justo restituir a la nación lo que es suyo, la riqueza del subsuelo, el carbón de piedra y el petróleo”.18


Pero lo más interesante y trascendente para la definición de la nueva política petrolera fue el hábil manejo que llevaron a cabo, desde Querétaro, los miembros de la Comisión Legislativa Redactora del Artículo 27 de la Constitución Política de 1917. En el proyecto original de este artículo propuesto por Carranza, no se tocaba el asunto de la propiedad del subsuelo. Se trataba de un valor entendido entre Carranza y Pastor Rouaix, presidente de la Comisión, quien además de ser un hombre de convicciones, era una persona cercana al Primer Jefe que, como ya dijimos, se había desempeñado como ministro de Fomento y participaba en el Constituyente como diputado por el décimo distrito electoral del estado de Puebla. Como él mismo explica: “se comprende que al ser propuesta la cláusula sobre el petróleo por un secretario de Estado, como era el que esto escribe, lo hacía porque contaba con la aquiescencia y autorización previa del Jefe de la nación”. Lorenzo Meyer interpreta de manera magistral la estrategia aplicada por estos políticos mexicanos: “Desde un principio se tuvo conciencia –tanto por parte del Ejecutivo como por los legisladores– de los serios conflictos de orden internacional que podía traer aparejada una reforma petrolera; es quizá por esto que Carranza no propuso el párrafo 4º del Artículo 27, pues la presión externa era más difícil de ejercer sobre el Constituyente que sobre el Presidente. Carranza aparecía, no como el promotor de la reforma petrolera, sino como un simple ejecutor de un mandato al más alto nivel y del cual no era posible abdicar”.19


La estrategia de discreción y sigilo fue eficaz, porque en Querétaro había representantes de compañías extranjeras y del Departamento de Estado de Estados Unidos. Incluso, se ha comprobado que el diputado Félix Fulgencio Palavicini estaba al servicio de la compañía petrolera El Águila y los mantenía informados. Por ejemplo, el 20 de enero de 1917 envía un telegrama a Montes diciéndole que está atento a la redacción del artículo 27 constitucional y le asegura que el “C. Primer Jefe no admitirá aplicaciones retroactivas en la Constitución”. El día 24 Montes manda un telegrama a la oficina de Nueva York, diciendo que ya está en contacto estrecho con Palavicini y que “tiene esperanzas”. Sin embargo, el 25 aparece publicado en El Universal el texto de la iniciativa de Rouaix para el artículo 27. Y la alarma cunde entre los extranjeros. El 26, desde Querétaro mismo, el agente estadounidense Charles Esquire Parker envía un cable a Robert Lansing, secretario de Estado norteamericano, diciéndole que la propuesta del 27 estaba “nacionalizando abiertamente el petróleo”.20 Así, con celeridad, sin dar tiempo a Palavicini ni a nadie, el lunes 29 se da lectura, se discute y aprueba el párrafo cuarto del artículo 27 que establece: “[...] corresponde a la nación el dominio directo de todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yacimientos, constituyen depósitos cuya naturaleza sea distinta de los componentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos de piedras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por las aguas marinas, los productos derivados de la descomposición de las rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yacimientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y todos los carburos de hidrógenos, sólidos, líquidos o gaseosos [...]”.


La nacionalización constitucional del petróleo fue un hecho de trascendencia histórica. Sin embargo, este mandato legal sólo se cumpliría hasta 1938. El poder de las compañías petroleras extranjeras y los conflictos internos impidieron que en la práctica México se beneficiara de esta importante riqueza natural. Las compañías petroleras siguieron operando sin respetar ninguna ley. Desconocieron la Constitución del 17 y todos los decretos posteriores, por lo que “no se sentían obligados a ningún deber, ni sometidos a ninguna obligación, humana, moral o económica, en relación con México”.21


Esto no quiere decir que no haya habido intentos del gobierno de Carranza por hacer valer el dominio del Estado mexicano sobre la región petrolera. Por ejemplo, cuando el general Francisco J. Múgica, uno de los hombres más íntegros de la Revolución Mexicana, permaneció en Tampico, pudo organizar la administración fiscal y cobró impuestos de exportación a las compañías. También, ante las amenazas de invasión, Carranza supo responder con firmeza y patriotismo. De ese entonces es la primera advertencia de que si había un desembarco de tropas estadounidenses, se daría la orden de incendiar los pozos. En 1913, el almirante Fletcher al mando de los barcos apostados frente al puerto de Tampico, envía un mensaje al general Cándido Aguilar, jefe de las Fuerzas Rebeldes: “Tengo instrucciones de mi gobierno de comunicarle a usted que si al término de 24 horas no abandona la zona petrolera, enviaré tropas de desembarco de los Estados Unidos para garantizar la vida e intereses de los ciudadanos norteamericanos y de otras nacionalidades”.22 Ante esta postura de fuerza que contaba con el apoyo del Departamento de Estado, el general Aguilar respondió: “Me refiero a su insolente nota de hoy. La vida y los intereses de los norteamericanos y personas de otras nacionalidades han tenido, tienen y tendrán, las más amplias garantías en la zona militar que está a mis órdenes. De llevar a cabo la amenaza de desembarcar tropas de los Estados Unidos en territorio mexicano me veré obligado a combatirlas e incendiar los pozos y pasar por las armas a todos los norteamericanos que se encuentren en la región”.23 La advertencia de incendio de pozos petroleros ante una invasión fue un asunto recurrente. La utiliza Pablo González cuando está encargado de la zona militar de Tampico. También la emplea el mismo Carranza en 1915, cuando por causas ajenas al conflicto petrolero, Wilson llegó a considerar seriamente la conveniencia de efectuar un nuevo desembarco en Veracruz.24


Pero en realidad, en la región petrolera nunca pudo imponerse el dominio del Estado y el interés nacional. Una muestra del poder que ejercían las compañías petroleras, es el hecho de que en la etapa más cruenta de la Revolución, cuando más vidas se perdieron, en la región petrolera había una relativa normalidad y la producción seguía en aumento. “En realidad, las propiedades de las compañías fueron las zonas más tranquilas del país, durante los 10 años que duró la etapa de la lucha armada”.25 De 1912 a 1916 se exportaron 141 millones 946 mil 129 barriles, con valor de 55 millones 183 mil 226 pesos y en este último año, El Águila tenía utilidades netas por más de 10 millones de pesos oro, en tanto que su principal competidora, la Mexican Petroleum Company, de Estados Unidos, las tuvo por poco más de siete millones. Además, en 1914 estalló la Primera Guerra Mundial, y hay quienes sostienen que el petróleo de México “salvó entonces a Inglaterra”.26


Por eso es indispensable saber cómo se logró que en la región petrolera permaneciera inalterable la paz y las compañías aumentaran la producción y obtuvieran jugosas ganancias. La realidad es que esa región del país estaba convertida en un enclave extranjero, en un territorio ocupado de más de seis millones de hectáreas, donde las compañías mantenían un control absoluto. Desde el principio del gobierno usurpador de Victoriano Huerta, el embajador estadounidense, Henry Lane Wilson, ya había sugerido al Departamento de Estado “la creación de un buffer state”, un estado simulado bajo su control, que comprendiera la zona norte del país y, desde luego, la región petrolera.27 En ese mismo sentido, también, el gobierno estadounidense siempre exigió, tanto a Huerta como a Carranza, que la zona petrolera mexicana se considerara como terreno neutral, y aunque nunca se accedió o se aceptó formalmente, en los hechos, poco a poco, las compañías petroleras extranjeras fueron imponiendo su dominio.


Ahora bien, ¿cómo se creó y se mantuvo este coto de poder extranjero? Es obvio, como ya lo expresamos, que detrás de las compañías petroleras estaba siempre el respaldo del gobierno de Estados Unidos y la amenaza permanente de invasión. En más de una ocasión la flota de ese país estuvo anclada frente a Tampico para impedir cualquier conflicto que afectara a los extranjeros y entorpeciera la producción y exportación de petróleo. Pero la manera más eficaz que encontraron para proteger sus intereses y mantener el control de la región fue la contratación de todo un ejército al mando del general Manuel Peláez. Este general y terrateniente se levanta en armas en contra de Carranza, el 10 de noviembre de 1914 en la zona petrolera, y desde entonces hasta 1920 pagó a sus tropas con dinero de las compañías petroleras. Hay suficientes testimonios acerca de las cantidades de dinero que las compañías pagaban a Peláez, que van de 15 mil dólares hasta 200 mil dólares mensuales. Además de dinero, las compañías le proporcionaban armas, municiones y empleados. Y todo esto era sabido y aceptado por el gobierno estadounidense.


El 5 de mayo de 1917, este jefe de las “guardias blancas” lanza un manifiesto desconociendo la Constitución que afectaba los intereses de las empresas y declara su propósito de impedir que el petróleo fuera arrebatado por Carranza a sus legítimos propietarios. Además sostiene: “Nuestra esfera de acción y nuestra influencia en los asuntos internacionales no nos ha permitido hacer cuanto quisiéramos, pero manteniendo el orden más estricto en estas regiones y cuidando el funcionamiento normal de la industria del petróleo, hemos colaborado de todo corazón en la obra de los Aliados para luchar por la democracia y la libertad”.28


Asimismo, hay que considerar que las compañías petroleras fueron creando a escala nacional un ambiente favorable entre los sectores más conservadores y retardatarios del país. Mediante el soborno contaron con el apoyo de políticos, funcionarios, diputados, abogados, intelectuales, líderes obreros y periodistas. Incluso a ello se atribuye el surgimiento del periódico El Universal y de otros medios de comunicación que estaban prácticamente al servicio de las petroleras.


A manera de síntesis se puede decir que Carranza, aunque siempre quiso poner el interés del Estado nacional por encima de los intereses de las compañías, no pudo lograr que la explotación del petróleo beneficiara plenamente al pueblo de México y dejara de ser un negocio de los monopolios extranjeros. Sin embargo, hay que reconocer que gracias a él se nacionaliza en la Constitución el petróleo y se establecen las bases jurídicas para hacer valer este principio en 1938.


Carranza tiene aciertos importantes y comete errores en circunstancias muy complicadas para cualquier político. Por ejemplo, el asesinato de Zapata es la mancha que más le agravia y condena. Además cometió el error de querer imponer a su sucesor y eso lo enfrentó a su principal aliado, el general Álvaro Obregón.


El 23 de abril de 1920, ante la rebelión militar obregonista, desatada bajo el Plan de Agua Prieta, Carranza abandonó en tren la ciudad de México con la intención de establecer su gobierno en Veracruz, donde contaba con el apoyo del gobernador Cándido Aguilar. Sin embargo, la rebelión militar cubrió prácticamente todo el país. Carranza se quedó sin apoyo y ni siquiera tenía seguridad de llegar a Veracruz sin que lo aprehendieran o asesinaran. Apenas había salido de la ciudad de México y la capital ya había sido tomada por las tropas al mando de Pablo González y Jacinto B. Treviño. Incluso el siniestro general Jesús N. Guajardo, que hacía poco había asesinado a Zapata, pudo alcanzar a los últimos trenes del éxodo carrancista y hubo cientos de muertos, heridos y prisioneros.


En Algibes, Puebla, los opositores a Carranza levantaron las vías del tren y ante el constante acecho de fuerzas obregonistas, éste tomó la decisión de continuar a caballo con alrededor de 70 hombres por los senderos de las montañas, de la parte norte de ese estado. Como cosa del destino, su asesinato en Tlaxcalaltongo, Puebla, se lleva a cabo cuando iba rumbo a la costa, casi a la entrada de la zona petrolera. Es víctima de una traición y ejecutado por Rodolfo Herrero, quien había sido nombrado general por Manuel Peláez. En ese entonces, muy cerca de allí, estaba encargado de la zona militar de la región petrolera, con sede en Papantla, Veracruz, el coronel Lázaro Cárdenas, y su jefe de Estado Mayor era Manuel Ávila Camacho. A Lázaro Cárdenas le tocó la misión de llevar a Herrero a la ciudad de México, donde fue absuelto por Obregón. Pero cuando Cárdenas asumió la Presidencia de la República, Herrero fue degradado y expulsado del Ejército.



ÁLVARO OBREGÓN Y LOS ACUERDOS DE BUCARELI



El 24 de mayo de 1920, diputados y senadores del Congreso nombraron como presidente interino de la República al sonorense Adolfo de la Huerta, quien duraría en su cargo del 1o. de junio al 1o. de diciembre. Como es lógico, casi todos los miembros del gabinete eran generales obregonistas que habían ayudado a derrocar a Carranza; y lo más destacado durante este interinato es que De la Huerta propuso al Consejo Consultivo del Petróleo, integrado todavía por carrancistas, un proyecto de ley sobre el petróleo para buscar una solución intermedia entre la situación existente antes de la Revolución y las reformas de Carranza. La propuesta consistía en internacionalizar el petróleo mexicano; “la internacionalización no daba el control de la industria a México, pero impediría que nación alguna adquiriera un interés preponderante sobre ese combustible”.29 El Consejo rechazó tal compromiso aduciendo que la nacionalización era la única solución correcta. De la Huerta no insistió más y dejó el asunto en manos de su sucesor.


Como se sabía de antemano, Obregón es electo presidente de México para el periodo 1920-1924. Para entonces era el hombre fuerte, el caudillo militar más temido y reconocido. Si Carranza era un hombre de Estado, Obregón era fundamentalmente un hombre de poder. Tenía un discurso progresista, pero en lo interno era bastante conservador. Desde su toma de posesión sostuvo: “[...] todos los derechos de propiedad adquiridos antes del 1o. de mayo de 1917, fecha en que se promulgó la actual Constitución, serán respetados y protegidos. El famoso artículo 27, una de cuyas cláusulas declara propiedad de la nación los mantos petrolíferos del subsuelo, no tendrá efecto retroactivo”.30


A Obregón lo que le importaba era contar con el reconocimiento del gobierno estadounidense. Esto se convirtió en su obsesión; él mismo decía “no deseo terminar mi periodo encabezando un gobierno que no es legal ante el mundo”.31 A su vez, el gobierno de Estados Unidos utilizó esta necesidad como un arma política en beneficio de las compañías petroleras. Así obtuvieron una serie de concesiones legales, económicas y políticas que les permitieron seguir operando en el país como en el porfiriato.


La primera concesión fue la determinación de la Suprema Corte de Justicia del 30 de agosto de 1921 que resolvió, ante una demanda interpuesta por la Texas Oil Company, que no podía aplicarse en forma retroactiva el párrafo cuarto del artículo 27 constitucional; es decir, las propiedades de las compañías petroleras adquiridas antes de la promulgación de la Constitución no podían ser afectadas. Y aunque en este fallo sólo se ampararon aquellos terrenos en que se hubiera ejecutado un acto positivo (alguna perforación u otro tipo de acción que indicara el deseo del propietario de explotar el petróleo) antes del 1o. de mayo de 1917, lo cierto es que en los arreglos de Bucareli de 1923, llevados a cabo entre el gobierno de México y el de Estados Unidos, se aceptó una interpretación del “acto positivo” que prácticamente salvaguardaba todas las zonas importantes para las compañías.


Durante el gobierno de Obregón, de manera no oficial, siempre se consultaba al gobierno estadounidense sobre cualquier asunto relacionado con las compañías petroleras extranjeras. Así se hizo en los varios proyectos de ley para reglamentar el 27, que finalmente nunca se aprobaron. Incluso, el 9 de agosto, antes del fallo de la Corte, Alberto Pani, secretario de Relaciones Exteriores, ya había informado a George Summerlin, encargado de negocios de Estados Unidos, de cómo venía el dictamen de este órgano del Poder Judicial.


Además de interesarle el reconocimiento del gobierno estadounidense, Obregón creía en la necesidad de contar con la inversión extranjera para la explotación del petróleo. Tanto él, como antes De la Huerta y posteriormente Calles, consideraban que era necesario evitar que se afectaran los intereses de quienes explotaban el petróleo. Asimismo, ya para entonces había una fuerte corriente conservadora que veía en el artículo 27 un obstáculo para el desarrollo del país y pedían su derogación. El periódico Excélsior en su editorial del 20 de junio de 1921 señalaba que el artículo 27 estaba perjudicando al país por no otorgarle garantías a las compañías petroleras. Y El Universal apoyaba abiertamente la campaña que convertía a este artículo en un lastre, en la “bestia negra”.


Sin embargo, también había una corriente nacionalista que obligó a Obregón a optar por la política de la simulación, de ahí que nunca aceptó firmar ningún acuerdo, ni aprobar ninguna ley sobre la materia, aunque era evidente que estaba interesado en arreglarse con las compañías petroleras y con el gobierno estadounidense. Por eso, Pani le sugiere en un memorándum que si reconocían plenamente los derechos adquiridos de las compañías estadounidenses del petróleo, no debía eximírseles de las disposiciones fiscales y de los reglamentos de explotación, para complacer, a la “patriotería ambiente” que con toda seguridad atacaría esa interpretación. 32


En esencia, Obregón nunca estuvo comprometido con los ideales de justicia y soberanía establecidos en la Constitución. Incluso hay quien sostiene que cuando rompe con Carranza e inicia la rebelión, desde Chilpancingo envía un manifiesto que debía publicarse en Sonora, donde declara su propósito de promover que fuera derogada la Constitución de 1917. Este documento, enviado por Obregón a través de Luis N. Morones a Hermosillo para ser entregado a De la Huerta, finalmente no se publicó porque sus amigos lo consideraron una imprudencia.33 Es más, en una reunión de gabinete en que se discutía el problema del petróleo llegó a considerar un obstáculo el 27, dijo: “[...] si no estuviera la trinqueta del Artículo... pero desgraciadamente ya existe en el cuerpo de nuestras leyes fundamentales y no podemos dar paso atrás”.34


En realidad, durante su gobierno, las compañías petroleras extrajeron y se beneficiaron como nunca del petróleo mexicano. Es la época de la Faja de Oro. De 1920 a 1924, en la zona costera del norte de Veracruz, en 80 kilómetros de longitud por 10 de ancho, hay una fiebre de perforación de pozos, de instalación de ductos, de construcción de refinerías; y Tampico se convierte en el segundo puerto más importante del mundo. En esos cinco años se producen 910 millones 380 mil 624 barriles, de los cuales se extraen de la Faja de Oro 503 millones 565 mil 484; es decir, 55 por ciento de la producción nacional. La explotación fue tan irracional que en muy poco tiempo se agotó este excepcional yacimiento, considerado en su época el más grande del mundo. El desperdicio fue de tal magnitud que se quemó todo el gas asociado al petróleo y se dejó aceite que no pudo extraerse por falta de la presión que se mantiene cuando hay una explotación racional de los hidrocarburos.


“Las compañías, al explotar la Faja de Oro, se condujeron como se conducen los bandidos que sólo disponen de tiempo limitado para vaciar las arcas del banco que asaltan y saquean aceleradamente, sin importarles las monedas que caigan de las talegas; los sacos que se desfonden; el desorden, los documentos destruidos, las pérdidas diversas que dejan tras ellos”.35


En cuatro años casi agotaron la Faja de Oro. En 1921 la producción nacional fue de 193 millones 397 mil 346 barriles y de la Faja de Oro se habían extraído 151 millones 535 mil 308, 78 por ciento. En 1924 la producción nacional había descendido a 139 millones 678 mil 294 barriles y la Faja de Oro sólo aportaba 38 millones 987 mil 559; es decir, 27 por ciento. De toda esta riqueza extraída del suelo patrio sólo se beneficiaron las compañías petroleras extranjeras. Se calcula que en ese entonces obtuvieron ganancias por mil 275 millones 553 mil 435 pesos y sólo pagaron de impuestos 6 millones 750 mil pesos, que representaba 40 por ciento de lo que se les reclamaba durante el gobierno de Obregón.36 En fin, como escribiría más tarde la Comisión Pericial en el conflicto de Orden Económico en la Industria Petrolera “Adolfo de la Huerta suavizó las relaciones con las petroleras. Obregón no hizo nada por el petróleo mexicano”.37



PLUTARCO ELÍAS CALLES Y LA LEY REGLAMENTARIA DE 1925


No sin conflictos en el interior del grupo sonorense, Obregón decidió apoyar a Plutarco Elías Calles para la Presidencia de la República. Debido a ello, se produjo la llamada “rebelión delahuertista” que fue apaciguada con violencia. El mismo De la Huerta terminó exiliado en Estados Unidos, donde murió en 1955.
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